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ORDEN DEL DÍA   
SESIÓN ORDINARIA 

H. LXVII LEGISLATURA DEL ESTADO 
SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL 

PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES 
DICIEMBRE  13 DEL 2017 

 

O R D E N   D E L   D Í A 

 

 

1o.- REGISTRO DE ASISTENCIA DE LAS Y LOS SEÑORES DIPUTADOS QUE INTEGRAN 

LA H. LXVII LEGISLATURA LOCAL. 

 

 DETERMINACIÓN DEL QUÓRUM. 

 

2O.- LECTURA, DISCUSIÓN Y VOTACIÓN AL ACTA DEL DÍA 11 DE DICIEMBRE DE 2017. 

 

3O.- LECTURA A LA LISTADE LA CORRESPONDENCIA OFICIAL RECIBIDA PARA SU 

TRÁMITE. 

 

4o.- INICIATIVA  PRESENTADA POR LOS CC, DIPUTADOS: JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ 

VILLA Y RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ, INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR EL QUE 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 79, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO. 

(TRÁMITE) 

 

 

5o.- INICIATIVA  PRESENTADA POR LOS CC, DIPUTADOS: JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ 

VILLA Y RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ, INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR EL QUE 

SE EXPIDE LA NUEVA LEY DE EXPROPIACIÓN PARA EL ESTADO DE DURANGO. 

 

(TRÁMITE) 
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6o.- INICIATIVA  PRESENTADA POR LOS CC, DIPUTADOS: JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ 

VILLA Y RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ, INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR EL QUE 

SE ADICIONA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 151 DEL CÓDIGO CIVIL DEL 

ESTADO DE DURANGO. 

(TRÁMITE) 

 

 

7o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 

DURANGO. 

 

8o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN AL ARTÍCULO 167 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

DEL ESTADO DE DURANGO. 

 

9o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 173 DEL CÓDIGO CIVIL DEL 

ESTADO DE DURANGO. 

 

10o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 2908 Y 2910 DEL CÓDIGO CIVIL 

DEL ESTADO DE DURANGO. 

 

11o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE REFORMA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 34-5 DEL CÓDIGO CIVIL 

DEL ESTADO DE DURANGO. 

 

12o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE REFORMA LA DENOMINACIÓN DEL CAPÍTULO IV, DEL TÍTULO NOVENO 

DEL LIBRO PRIMERO, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 1184, 1193, 1194, 1387, 

FRACCIONES III Y IV, 1401, 1402 Y 1418, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 

DURANGO. 
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13o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE ADICIONA UN ARTÍCULO 201 TER AL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO LIBRE 

Y SOBERANO DE DURANGO. 

 

14o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 150 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO. 

 

15o.- LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL 

QUE SE REFORMA LA DENOMINACIÓN DEL TÍTULO CUARTO PARA QUEDAR 

COMO ñDE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA MUNICIPALò ASĉ COMO LA 

DENOMINACIčN DE SU CAPĉTULO ĐNICO PARA QUEDAR COMO ñDEL JUZGADO 

CĉVICOò, DE IGUAL MANERA SE REFORMAN LOS ARTĉCULOS 114, 115, 116, 117, 

118 Y 119 TODOS DE LA LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE 

DURANGO. 

 

16o.- LECTURA,  DISCUSIÓN Y APROBACIÓN  EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA  COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL QUE SE DESESTIMA LA 

INICIATIVA PRESENTADA POR LA DIPUTADA ALMA MARINA VITELA RODRÍGUEZ,  

QUE CONTIENE REFORMA Y ADICIÓN A DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

DEL INSTITUTO DE DEFENSORÍA PÚBLICA DEL ESTADO DE DURANGO. 

 

17o.- LECTURA,  DISCUSIÓN Y APROBACIÓN  EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA  COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL QUE SE DESESTIMA LA 

INICIATIVA PRESENTADA POR LA DIPUTADA ALMA MARINA VITELA RODRÍGUEZ,  

QUE CONTIENE REFORMA Y ADICIÓN A DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE DURANGO. 

 

18o.- LECTURA,  DISCUSIÓN Y APROBACIÓN  EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA  COMISIÓN DE JUSTICIA, POR EL QUE SE DESESTIMA LA 

INICIATIVA QUE CONTIENE LA LEY DE LA COMISIÓN ESTATAL PARA LA CULTURA 

DE LA PAZ Y LA NO VIOLENCIA DE DURANGO. 

 

19o.- LECTURA,  DISCUSIÓN Y APROBACIÓN  EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA  COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, POR EL QUE 

SE DESESTIMAN DIVERSAS  INICIATIVAS DE REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO. 

 



 

8 

C. 

 

20o.- DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO, AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA 

COMISIÓN DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA, QUE CONTIENE LEY 

DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE DURANGO, DGO., PARA EL EJERCICIO FISCAL 

DEL AÑO 2018. 

 

 

21o.- DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO, AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA 

COMISIÓN DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA, QUE CONTIENE LEY 

DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE LERDO, DGO., PARA EL EJERCICIO FISCAL DEL 

AÑO 2018. 

 

22o.- DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO, AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA 

COMISIÓN DE ECOLOGÍA, EN LA CUAL SE EXPIDE LA  LEY ORGÁNICA DE LA 

PROCURADURÍA DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE PARA EL ESTADO DE DURANGO. 

 

23o.- DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO, AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA 

COMISIÓN DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, QUE CONTIENE REFORMAS 

Y ADICIONES A DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA 

DEL ESTADO DE DURANGO.  

 

 

24O.- ASUNTOS GENERALES. 

 

 

25O.- CLAUSURA DE LA SESIÓN Y CITA PARA LA SIGUIENTE. 
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LECTURA A LA LISTA DE LA CORRESPONDENCIA OFICIAL RECIBIDA 

PARA SU TRÁMITE.  
 

 

 

NO SE ENLISTÓ ASUNTO ALGUNO 
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INICIATIVA  PRESENTADA POR LOS CC, DIPUTADOS: JOSÉ GABRIEL 

RODRÍGUEZ VILLA Y RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ, 

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR EL QUE SE REFORMA EL 

ARTÍCULO 79, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

DURANGO. 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 

DE LA LXVII LEGISLATURA 

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. 

PRESENTES. 

 

Los suscritos diputados, José Gabriel Rodríguez Villa y Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima 

Séptima Legislatura, en ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 78 fracción I, de la 

Constitución Política del Estado Libre y soberano de Durango y 171 fracción I, de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado Durango, me permito someter a la consideración de esta Honorable 

soberanía popular, iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 79, del 

Código Penal del Estado Libre y Soberano de Durango, con base en la siguiente:  

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Los accidentes viales son ocasionados por diversos motivos de los conductores, ya sea por falta 

de pericia y cultura vial, por estado voluntario de intoxicación por alcohol o diversas sustancias que 

producen efectos similares, exceso de velocidad, o simplemente por inobservar o desconocer los 

reglamentos de vialidad y tránsito vigentes en las municipalidades.  

 

La distracción en la conducción es un importante factor de riesgo de traumatismo por accidente de 

tránsito. Existen distintos tipos de distracciones; por lo general éstas se dividen en distracciones 

que tienen su origen dentro del vehículo, siendo el más importante el utilizar el teléfono celular. 

 

Hablar por teléfono celular, y sobre todo escribir mensajes al conducir, desplazó la ingesta de 

alcohol como la primera causa de accidentes viales, según datos de la Cruz Roja Mexicana. 
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Los conductores que utilizan el teléfono celular durante la conducción corren un riesgo 

aproximadamente cuatro veces mayor de verse involucrados en un accidente. Un conductor que 

en lo particular textea mientras conduce tiene 23 veces más probabilidades de verse involucrado 

en un choque que alguien que no lo hace. 

  

La conducción segura de un vehículo requiere que el conductor se encuentre totalmente enfocado 

en esta actividad. La utilización del teléfono produce cuatro diferentes tipos de distracciones:  

 

1. La visual (desviar la vista del camino)  

2. La manual (quitar las manos del volante)  

3. La auditiva (identificar el timbre de llamada o mensaje entrante)  

4. La cognitiva (desviar la atención de lo que se está haciendo).  

 

Es claro que utilizar un teléfono celular durante la conducción tiene una serie de efectos 

perjudiciales que afectan al comportamiento del conductor. Ello se debe a que el conductor no 

solamente se distrae físicamente al telefonear y conducir simultáneamente, sino que además se 

produce una distracción cognitiva ya que ha de dividir su atención entre la conversación que 

mantiene y las tareas propias de conducir. 

  

Debemos tomar acciones legislativas, para lo antes mencionado, de tal suerte que los ciudadanos 

tomen conciencia de los efectos y consecuencias negativas que ocasiona realizar este tipo de 

conducta, en perjuicio de la sociedad misma, lo que va a ocasionar una mejor cultura vial en la 

sociedad, disminuyendo considerablemente los motivos por los cuales se ocasiona un perjuicio a 

un ciudadano. 

  

En tal virtud, con la presente propuesta, se estaría regulando el fenómeno social que está 

aconteciendo, sancionando en el Código Punitivo a toda persona que incurra en la hipótesis que se 

plantea en esta iniciativa, todo a fin de garantizar el bien jurídico tutelado como lo es la vida de las 

personas.  

 

Por lo anterior, me permito proponer ante el pleno de esta Soberanía, la presente iniciativa que 

reforma el artículo 79, del Código Penal del Estado Libre y Soberano de Durango, a fin de 

penalizar los delitos derivados de la conducción de vehículos de motor cometidos por conductores 

que utilicen teléfonos celulares con la salvedad de que se utilice con tecnología de manos libres u 

otra tecnología que evite la distracción del conductor al momento de ocasionar un accidente vial. 

 



 

12 

C. 

Para mayor ilustración, se adjunta la tabla comparativa de la propuesta: 

 

Código Penal del Estado Libre y Soberano de Durango 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 79.Punibilidad del delito culposo. 

 

En los casos de delitos culposos, se 

impondrán de tres meses a cinco años de 

prisión, multa de dieciocho hasta trescientos 

sesenta días de salario y suspensión hasta por 

cinco años o privación definitiva de derechos 

para ejercer profesión u oficio, salvo lo que 

disponen las fracciones I y II de este artículo. 

En el caso de homicidio culposo la pena será 

de dos a cinco años de prisión y multa de 

noventa y tres a trescientos sesenta días de 

salario. 

 

En relación a estos delitos, se tendrá en 

cuenta lo siguiente: 

 

I. Cuando a consecuencia de la conducta 

culposa de quien conduzca vehículos de 

transporte de pasajeros, escolar o de carga, de 

servicio público o privado, con autorización, 

permiso o licencia concedida por las 

autoridades competentes o sin cualquiera de 

ellas, se cause homicidio a dos o más 

personas, la sanción será de cuatro a ocho 

años de prisión, multa de doscientos ochenta y 

ocho hasta quinientos setenta y seis días de 

salario, destitución del empleo, cargo o 

comisión e inhabilitación para obtener otros de 

igual naturaleza; 

 

II. Cuando por culpa y con motivo de tránsito 

Artículo 79.Punibilidad del delito culposo. 

 

En los casos de delitos culposos, se 

impondrán de tres meses a cinco años de 

prisión, multa de dieciocho hasta trescientos 

sesenta días de salario y suspensión hasta por 

cinco años o privación definitiva de derechos 

para ejercer profesión u oficio, salvo lo que 

disponen las fracciones I y II de este artículo. 

En el caso de homicidio culposo la pena será 

de dos a cinco años de prisión y multa de 

noventa y tres a trescientos sesenta días de 

salario. 

 

En relación a estos delitos, se tendrá en 

cuenta lo siguiente:  

 

I. Cuando a consecuencia de la conducta 

culposa de quien conduzca vehículos de 

transporte de pasajeros, escolar o de carga, de 

servicio público o privado, con autorización, 

permiso o licencia concedida por las 

autoridades competentes o sin cualquiera de 

ellas, se cause homicidio a dos o más 

personas, la sanción será de cuatro a ocho 

años de prisión, multa de doscientos ochenta y 

ocho hasta quinientos setenta y seis días de 

salario, destitución del empleo, cargo o 

comisión e inhabilitación para obtener otros de 

igual naturaleza; 

 

II. Cuando por culpa y con motivo de tránsito 
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de vehículos se cometa homicidio y el sujeto 

activo conduzca en estado de ebriedad o bajo 

el influjo de estupefacientes, psicotrópicos u 

otras sustancias que impidan o perturben su 

adecuada conducción, se le impondrá de cinco 

a diez años de prisión y multa de doscientos 

ochenta y ocho hasta setecientos veinte días 

de salario; 

 

III. Cuando por culpa y con motivo de tránsito 

de vehículos únicamente se cometa el delito 

de daños y el monto de éste exceda de 

doscientas cincuenta veces el salario mínimo 

se le aplicará al culpable la pena de prisión a 

que se refiere el primer párrafo de este artículo 

o una multa de dieciocho hasta trescientos 

sesenta días de salario; y, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

IV. La calificación de la gravedad de la culpa 

queda al prudente arbitrio de la autoridad 

judicial, quien deberá tomar en consideración 

los criterios de individualización de sanciones 

a que se refiere éste código y las especiales 

de vehículos se cometa homicidio y el sujeto 

activo conduzca en estado de ebriedad o bajo 

el influjo de estupefacientes, psicotrópicos u 

otras sustancias que impidan o perturben su 

adecuada conducción, se le impondrá de cinco 

a diez años de prisión y multa de doscientos 

ochenta y ocho hasta setecientos veinte días 

de salario; 

 

III. Cuando por culpa y con motivo de tránsito 

de vehículos únicamente se cometa el delito 

de daños y el monto de éste exceda de 

doscientas cincuenta veces el salario mínimo 

se le aplicará al culpable la pena de prisión a 

que se refiere el primer párrafo de este artículo 

o una multa de dieciocho hasta trescientos 

sesenta días de salario; y, 

 

IV. Se impondrá una pena de uno a tres 

años de prisión, a quien conduzca un 

vehículo de motor utilizando teléfono 

celular, ya sea para hablar o enviar 

cualquier tipo de mensajes de texto, salvo 

que se utilice con tecnología de manos 

libres u otra tecnología que evite la 

distracción del conductor, y cause lesiones 

que pongan en peligro la vida u homicidio 

de un ser humano. 

 

 

 

V. La calificación de la gravedad de la culpa 

queda al prudente arbitrio de la autoridad 

judicial, quien deberá tomar en consideración 

los criterios de individualización de sanciones 

a que se refiere éste código y las especiales 
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siguientes: 

 

a) La mayor o menor facilidad de prever y 

evitar el daño que resultó; 

 

b) Si para ello bastaban una reflexión o 

atención ordinaria y conocimiento comunes en 

algún arte o ciencia; 

 

c) Si el sentenciado ha delinquido 

anteriormente en circunstancias semejantes; 

 

d) Si tuvo tiempo para obrar con la reflexión y 

cuidado necesarios; y, 

 

e) El estado del equipo, vías y demás 

condiciones de funcionamiento mecánico; 

tratándose de infracciones cometidas en los 

servicios de empresas transportadoras y en 

general por conductores de vehículos. 

 

siguientes: 

 

a) La mayor o menor facilidad de prever y 

evitar el daño que resultó; 

 

b) Si para ello bastaban una reflexión o 

atención ordinaria y conocimiento comunes en 

algún arte o ciencia; 

 

c) Si el sentenciado ha delinquido 

anteriormente en circunstancias semejantes; 

 

d) Si tuvo tiempo para obrar con la reflexión y 

cuidado necesarios; y, 

 

e) El estado del equipo, vías y demás 

condiciones de funcionamiento mecánico; 

tratándose de infracciones cometidas en los 

servicios de empresas transportadoras y en 

general por conductores de vehículos. 

 

 

 

Por todo   lo  anterior,   se  somete   a  la  consideración    de  esta  Soberanía, iniciativa con 

proyecto de: 

 

DECRETO 

 

LA HONORABLE SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DE DURANGO, LE CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 79, del Código Penal del Estado Libre y Soberano de 

Durango, para quedar como sigue: 

 

Artículo 79.Punibilidad del delito culposo. 
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En los casos de delitos culposos, se impondrán de tres meses a cinco años de prisión, multa de 

dieciocho hasta trescientos sesenta días de salario y suspensión hasta por cinco años o privación 

definitiva de derechos para ejercer profesión u oficio, salvo lo que disponen las fracciones I y II de 

este artículo. En el caso de homicidio culposo la pena será de dos a cinco años de prisión y multa 

de noventa y tres a trescientos sesenta días de salario. 

 

En relación a estos delitos, se tendrá en cuenta lo siguiente:  

 

I. Cuando a consecuencia de la conducta culposa de quien conduzca vehículos de transporte de 

pasajeros, escolar o de carga, de servicio público o privado, con autorización, permiso o licencia 

concedida por las autoridades competentes o sin cualquiera de ellas, se cause homicidio a dos o 

más personas, la sanción será de cuatro a ocho años de prisión, multa de doscientos ochenta y 

ocho hasta quinientos setenta y seis días de salario, destitución del empleo, cargo o comisión e 

inhabilitación para obtener otros de igual naturaleza; 

 

II. Cuando por culpa y con motivo de tránsito de vehículos se cometa homicidio y el sujeto activo 

conduzca en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes, psicotrópicos u otras 

sustancias que impidan o perturben su adecuada conducción, se le impondrá de cinco a diez años 

de prisión y multa de doscientos ochenta y ocho hasta setecientos veinte días de salario; 

 

 

III. Cuando por culpa y con motivo de tránsito de vehículos únicamente se cometa el delito de 

daños y el monto de éste exceda de doscientas cincuenta veces el salario mínimo se le aplicará al 

culpable la pena de prisión a que se refiere el primer párrafo de este artículo o una multa de 

dieciocho hasta trescientos sesenta días de salario; y, 

 

IV. Se impondrá una pena de uno a tres años de prisión, a quien conduzca un vehículo de 

motor utilizando teléfono celular, ya sea para hablar o enviar cualquier tipo de mensajes de 

texto, salvo que se utilice con tecnología de manos libres u otra tecnología que evite la 

distracción del conductor, y cause lesiones que pongan en peligro la vida u homicidio de un 

ser humano. 

 

V. La calificación de la gravedad de la culpa queda al prudente arbitrio de la autoridad judicial, 

quien deberá tomar en consideración los criterios de individualización de sanciones a que se 

refiere éste código y las especiales siguientes: 
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a) La mayor o menor facilidad de prever y evitar el daño que resultó; 

b) Si para ello bastaban una reflexión o atención ordinaria y conocimiento comunes en algún arte o 

ciencia; 

c) Si el sentenciado ha delinquido anteriormente en circunstancias semejantes; 

d) Si tuvo tiempo para obrar con la reflexión y cuidado necesarios; y, 

e) El estado del equipo, vías y demás condiciones de funcionamiento mecánico; tratándose de 

infracciones cometidas en los servicios de empresas transportadoras y en general por conductores 

de vehículos. 

 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado Durango. 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

 

 

Dado  en el Salón de  Sesiones del Congreso del Estado,  a los 11 días del mes de diciembre  de 

dos mil diecisiete. 

 

 

 

 

 

DIPUTADO JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ VILLA. 

 

 

 

 

 

DIPUTADO RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ 
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INICIATIVA  PRESENTADA POR LOS CC , DIPUTADOS: JOSÉ GABRIEL 

RODRÍGUEZ VILLA Y RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ, 

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL , POR EL QUE SE EXPIDE LA NUEVA 

LEY DE EXPROPIACIÓN PARA EL ESTADO DE DURANGO . 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 
DE LA LXVII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. 
PRESENTES. 
 
Los  suscritos diputados, José Gabriel Rodríguez Villa y Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima 

Séptima Legislatura, en ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 78 fracción I, de la 

Constitución Política del Estado libre y soberano de Durango y 171 fracción I, de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado Durango, me permito someter a la consideración de esta honorable 

soberanía popular, iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la nueva Ley de 

Expropiación para el Estado de Durango, bajo la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El Estado tiene como cometido fundamental garantizar el interés general de la población. En ese 

sentido, mediante la norma jurídica se le dota de atribuciones para que ejerza las funciones y 

preste los servicios públicos de su competencia y realice las acciones jurídicas tendentes a 

allegarse de los elementos indispensables para satisfacer las necesidades colectivas, actividades 

que generalmente son coincidentes con los intereses individuales o particulares de los integrantes 

de la sociedad, puesto que les generan en mayor o menor grado un beneficio social; esto es, no 

llegan a afectar su interés o esfera privada.  

 

Sin embargo, existen determinados casos, que son excepcionales, en los cuales, por no contar con 

determinados bienes o no poder adquirirlos por los medios normales, es imperativo afectar el 

interés individual de un particular a fin de que el Estado disponga de ellos para dar respuesta a 

necesidades colectivas cuya atención es prioritaria e impostergable en beneficio de un grupo o 

varios grupos sociales o toda la colectividad misma. 
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Tal situación tiene su fundamento en el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que prevé la figura de la expropiación por causa de utilidad pública y mediante 

indemnización.  

 

La referida disposición constitucional es reglamentada en el Estado de Durango por la Ley de 

Expropiación por Causa de Utilidad Pública, vigente desde 1960, la cual regula los casos en que es 

procedente este instrumento público y faculta al Estado, por conducto del titular del Poder Ejecutivo 

para emitir, ante la existencia de necesidades colectivas apremiantes y mediante un procedimiento 

administrativo, declaratoria de expropiación, ocupación temporal o limitación de dominio de un bien 

privado determinado, para destinarlo a una causa de utilidad pública, otorgando como 

compensación por dicho acto una indemnización justa al particular afectado. 

  

El procedimiento del cual deriva el decreto expropiatorio se reglamentó en la Ley vigente sin dar 

oportunidad de defensa al afectado, lo cual era congruente con la doctrina y jurisprudencia de la 

época en que fue aprobado dicho ordenamiento jurídico, que consideraban que los elevados fines 

del Estado, es decir la consecución y protección del interés general y social, que tutela el artículo 

27 constitucional, por su propia naturaleza están por encima de los derechos individuales y que, 

por tanto, éstos deben ser restringidos en sus alcances, de ahí que la garantía de previa audiencia 

no era aplicable en el procedimiento llevado a cabo antes de la emisión del decreto expropiatorio, a 

fin de no entorpecer la acción soberana del Estado, sino sólo hasta después de que el particular 

fuera notificado de dicho acto.  

 

La evolución posterior de la doctrina y en particular de la justicia administrativa, que en lugar de 

destacar la fuerza del poder público pone énfasis en la existencia de un individuo integrante de la 

colectividad, como persona humana y portador de derechos individuales que deben ser respetados 

en forma igualitaria, influyó en el cambio de la concepción antes señalada, que por mucho tiempo 

prevaleció en la doctrina y el derecho positivo mexicano, hacia la adopción de un criterio más 

garantista.  

 

Ello también se reflejó en un cambio de orientación del Poder Judicial de la Federación, que a 

finales del año 2006, a través de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió una nueva 

jurisprudencia que reinterpretó lo dispuesto en los artículos 14 y 27 constitucionales, en el sentido 

que el primer precepto señalado establece que los actos privativos de la propiedad deben 

realizarse mediante un procedimiento dirigido a escuchar previamente al afectado, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento, lo que se traduce en garantizar una 

adecuada y oportuna defensa previa al acto privativo, y la expropiación, a que alude el segundo 
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precepto mencionado, no es una garantía social en estricto sentido sino una potestad 

administrativa dirigida a la supresión de derechos de uso, disfrute y disposición de un bien 

particular, y como acto privativo que es, en el procedimiento correspondiente debe respetarse la 

garantía de audiencia del afectado.  

 

Ante los nuevos alcances que se le han dado a las disposiciones constitucionales citadas que 

tienen que ver con la expropiación, en tanto acto privativo de la propiedad o de cualquier derecho 

que se tenga sobre la misma, resulta evidente que la ley de la materia vigente en nuestro Estado 

se encuentra rebasada por la actual realidad jurídica constitucional, por lo que es necesaria su 

adecuación. 

 

La Ley de Expropiación estatal no sólo es indispensable su actualización sino también su 

desarrollo, para contar en el Estado con un marco jurídico que regule suficientemente todo lo 

relativo a la figura de la expropiación, acorde con la legislación federal y estatal. 

 

La actualización y adecuación de la legislación estatal a la realidad social imperante y a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que es interpretada constantemente por el 

Poder Judicial Federal, es uno de los objetivos plasmados en esta iniciativa. 

 

En virtud de lo expresado, en esta ocasión someto a la consideración de esa Soberanía Popular la 

presente Iniciativa de nueva Ley de Expropiación para el Estado de Durango, que tiene como 

propósito fundamental el establecimiento de las causas de utilidad pública y los procedimientos de 

afectación de la propiedad privada por parte del Estado, esto es, de expropiación, ocupación 

temporal o limitación de dominio del bien o bienes de un particular, en congruencia con las 

disposiciones constitucionales y legales aplicables en la materia.  

 

Por todo   lo  anterior,   se  somete   a  la  consideración    de  esta  Soberanía, iniciativa con 

proyecto de: 

 

DECRETO 

 

LA HONORABLE SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DE DURANGO, LE CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 
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ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la nueva Ley de Expropiación para el Estado de Durango: 

 

 

LEY DE EXPROPIACIÓN PARA EL ESTADO DE DURANGO 

 

 

 

ARTÍCULO 1. La presente Ley es de interés público y tiene por objeto establecer las causas de 

utilidad pública y regular los procedimientos, modalidades y ejecución de las expropiaciones. 

 

La expropiación, es el procedimiento de derecho público, por el cual el Estado obrando 

unilateralmente, adquiere bienes de los particulares para el cumplimiento de un fin de utilidad 

pública y mediante indemnización; 

 

La ocupación temporal es el acto unilateral del Estado, por el cual se posesiona materialmente y en 

forma transitoria de un bien particular, totalmente o en parte, para satisfacer un requerimiento de 

utilidad pública y mediante el pago de la indemnización correspondiente; 

 

La limitación de dominio es la privación permanente o temporal de la disposición de la propiedad, 

que el Estado, en forma unilateral, impone al propietario por causas de utilidad pública y mediante 

el pago de indemnización. 

 

Se consideran causas de utilidad pública: 

 

I.- El establecimiento, ampliación, explotación o conservación de un servicio público;  

 

II.- La apertura, ampliación, prolongación o alineación de calles, la construcción de calzadas, 

puentes vehiculares o peatonales, caminos, pasos y túneles, para facilitar el tránsito urbano y 

suburbano, así como la construcción de cualquier obra de infraestructura vial necesaria para 

mejorar las vías públicas, urbanas, suburbanas y rurales;  

 

III.- La construcción de hospitales, escuelas, parques, jardines, campos deportivos, pistas de 

aterrizaje, edificios oficiales para el gobierno estatal o de los municipios del Estado y de cualquier 

obra pública destinada a prestar servicios de beneficio colectivo;  
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IV.- La conservación de los lugares de belleza panorámica, de las antigüedades y objetos de arte, 

de los edificios y monumentos arqueológicos o históricos, y de las cosas que se consideran 

características notables de nuestra cultura regional o estatal;  

 

V.- La creación, fomento y conservación de parques y zonas industriales a favor del Estado y en 

beneficio de la colectividad;  

 

VI.- La satisfacción de necesidades colectivas en caso de guerra o trastornos interiores y, los 

procedimientos empleados para combatir o impedir la propagación de epidemias, epizootias, 

incendios, plagas, inundaciones u otras calamidades públicas;  

 

VII.- El abastecimiento de las ciudades o centros de población, de agua, víveres o de otros 

artículos de consumo necesario;  

 

VIII.- La satisfacción de necesidades de reubicación de comunidades o colectividades que debido a 

desastres naturales o provocados por acciones humanas, hayan perdido sus hogares, o se 

ubiquen en zonas de alto riesgo;  

 

IX.- La creación o mejoramiento de centros de población y de sus fuentes propias de vida;  

 

X.- La instalación de acueductos, gasoductos u oleoductos cuando se construyan por razones de 

interés público;  

 

XI.- La instalación de líneas eléctricas para uso público;  

 

XII.- El derecho de paso por razones de interés público; y  

 

XIII.- Las demás que señalen otras leyes.  

 

ARTÍCULO 2. Para los casos de expropiación comprendidos en el artículo anterior, la secretaría 

competente emitirá la declaratoria de utilidad pública, conforme a lo siguiente: 

 

I. La causa de utilidad pública se acreditará con base en los dictámenes técnicos correspondientes. 
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II. La declaratoria de utilidad pública se publicará en el Periódico Oficial del Estado y, en su caso, 

en un diario de la localidad, y se notificará personalmente a los titulares de los bienes y derechos 

que resultarían afectados. 

 

En caso de ignorarse quiénes son los titulares o bien su domicilio o localización, surtirá efectos de 

notificación personal una segunda publicación de la declaratoria en el Periódico Oficial del Estado, 

misma que deberá realizarse dentro de los cinco días hábiles siguientes a la primera publicación. 

 

III. Los interesados tendrán un plazo de quince días hábiles a partir de la notificación o de la 

segunda publicación en el Periódico Oficial del Estado para manifestar ante la Secretaría 

correspondiente lo que a su derecho convenga y presentar las pruebas que estimen pertinentes. 

 

IV. En su caso, la autoridad citará a una audiencia para el desahogo de pruebas, misma que 

deberá verificarse dentro de los ocho días hábiles siguientes a la recepción de las manifestaciones 

a que se refiere el párrafo anterior. Concluida dicha audiencia, se otorgará un plazo de tres días 

hábiles para presentar alegatos de manera escrita. 

 

V. Presentados los alegatos o transcurrido el plazo para ello sin que se presentaren, la autoridad 

contará con un plazo de diez días hábiles para confirmar, modificar o revocar la declaratoria de 

utilidad pública. 

 

VI. La resolución a que se refiere la fracción anterior no admitirá recurso administrativo alguno y 

solamente podrá ser impugnada a través del juicio de amparo. 

 

VII. El Ejecutivo del Estado deberá decretar la expropiación a que se refiere el artículo 4 de esta 

Ley, dentro de los treinta días hábiles siguientes a que se haya dictado la resolución señalada en la 

fracción V que antecede. Transcurrido el plazo sin que se haya emitido el decreto respectivo, la 

declaratoria de utilidad pública quedará sin efectos. En caso de que se interponga el juicio de 

amparo, se interrumpirá el plazo a que se refiere esta fracción, hasta en tanto se dicte resolución 

en el mismo. 

 

ARTÍCULO 3. Procederá la ocupación temporal, ya sea total o parcial, o la simple limitación de los 

derechos de dominio para los fines del Estado o en interés de la colectividad, en los supuestos 

señalados en el artículo 1 de esta ley. 
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El Ejecutivo del Estado hará la declaratoria de utilidad pública, decretará la medida 

correspondiente y ordenará su ejecución inmediata. 

 

La indemnización que, en su caso, proceda por la ocupación temporal o por la limitación de 

dominio consistirá en una compensación a valor de mercado. 

 

ARTÍCULO 4. Procederá la expropiación previa declaración de utilidad pública a que se refiere el 

artículo anterior. 

 

La declaratoria de expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio, se hará 

mediante decreto del Ejecutivo del Estado que se publicará en el Periódico Oficial del Estado.  

 

Los propietarios e interesados legítimos de los bienes y derechos que podrían resultar afectados 

serán notificados personalmente del decreto respectivo, así como del avalúo en que se fije el 

monto de la indemnización. 

  

La notificación se hará dentro de los quince días hábiles posteriores a la fecha de publicación del 

decreto. En caso de que no pudiere notificarse personalmente, por ignorarse quiénes son las 

personas o su domicilio o localización, surtirá los mismos efectos una segunda publicación en el 

Diario Oficial de la Federación, misma que deberá realizarse dentro de los cinco días hábiles 

siguientes a la primera publicación. 

 

ARTÍCULO 5. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación del decreto 

correspondiente, los interesados podrán acudir al procedimiento judicial a que se refiere el artículo 

12 de la presente Ley. 

 

El único objeto del procedimiento a que se refiere el párrafo anterior será controvertir el monto de 

la indemnización y, en su caso, exigir el pago de daños y perjuicios. 

 

ARTÍCULO 6. De cuestionarse la titularidad del bien o derecho expropiado, la indemnización 

correspondiente será depositada y puesta a disposición de la autoridad que conozca del 

procedimiento respectivo, para que la asigne a quienes resulten titulares legítimos del bien o 

derecho, en los montos que corresponda. 

 

ARTÍCULO 7. En el caso de no haberse hecho valer el recurso expresado o que éste hubiere sido 

resuelto en sentido adverso procederá el Ejecutivo del Estado a la ocupación del bien o cosa 
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materia de la expropiación u ocupación decretada, o hará la ejecución inmediata de las 

disposiciones relativas a la limitación procedente de los derechos de dominio afectados. 

 

ARTÍCULO 8. En los casos de las Fracciones III, V, VI, VIII, IX y XII del Artículo 1 de esta Ley, el 

Ejecutivo del Estado hará la declaratoria de utilidad pública, decretará la expropiación y ordenará la 

ejecución inmediata de la medida de que se trate. 

 

Esta resolución solamente podrá ser impugnada a través del juicio de amparo. 

  

En los casos a que se refiere el primer párrafo de este artículo, durante la tramitación del juicio de 

amparo que en su caso se instaure, no podrá suspenderse la ejecución de la expropiación, la 

ocupación temporal o la limitación de dominio. 

 

ARTÍCULO 9. En caso de que los bienes y objetos de la declaratoria de expropiación u ocupación 

y de limitación de dominio, no fueren destinados dentro del término de un año al fin que originó la 

declaratoria respectiva, el propietario afectado podrá solicitar a la autoridad que haya tramitado el 

expediente, la reversión total o parcial del bien de que se trate, o la insubsistencia de la ocupación 

temporal o limitación de dominio, o el pago de los daños causados.  

 

Dicha autoridad dictará resolución dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud. En caso de que se resuelva la reversión total o parcial del bien, el 

propietario deberá devolver únicamente la totalidad o la parte correspondiente de la indemnización 

que le hubiere sido cubierta.  

 

El derecho que se confiere al propietario en este Artículo, deberá ejercerlo dentro del plazo de dos 

años, contado a partir de la fecha en que sea exigible.  

 

ARTÍCULO 10. Según las particularidades del caso, la expropiación podrá realizarse conforme a 

las previsiones siguientes:  

 

I. Si el bien objeto de la expropiación tiene algún gravamen de naturaleza real, la indemnización se 

consignará ante la autoridad competente, a fin de que ésta determine la parte que corresponda a 

cada uno de los titulares de los derechos que resulten afectados.  

En estos casos, de la indemnización al propietario se disminuirá la que corresponda al gravamen 

de que se trate, de manera que el importe de ambas no exceda del valor que el bien hubiere tenido 

libre de gravamen.  
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II. Cuando se expropie parte de un inmueble y la explotación o aprovechamiento de la superficie 

restante ya no resulte viable económicamente para el propietario, éste podrá solicitar a la 

Secretaría competente, dentro del plazo previsto en el artículo 2, fracción III, de esta ley, la 

expropiación de dicha superficie, aportando los elementos de prueba que estime procedentes. 

 

La Secretaría competente resolverá la solicitud en el mismo acto a que se refiere el artículo 2, 

fracción V, de esta ley, para lo cual deberá considerar, entre otros aspectos, la compatibilidad de la 

expropiación de la superficie solicitada con la causa de utilidad pública.  

En los casos de las expropiaciones previstas en el artículo 9 de esta ley, el propietario podrá 

realizar la solicitud dentro del plazo de diez días hábiles siguientes a la fecha de publicación del 

decreto en el Diario Oficial de la Federación. La Secretaría de Estado resolverá la solicitud en un 

plazo máximo de quince días hábiles, contados a partir de la recepción de la misma o, en su caso, 

de la fecha en que hubiere concluido el desahogo de pruebas;  

 

III. La Secretaría de Estado competente podrá convenir la ocupación previa de los bienes y 

derechos afectados por una declaratoria de utilidad pública con los titulares de los mismos, en 

tanto se tramita el decreto de expropiación; y  

 

IV. La Secretaría de Estado competente podrá convenir con los afectados la indemnización 

correspondiente mediante la entrega de bienes similares a los expropiados, y donar a los afectados 

la diferencia que pudiera resultar en los valores, de conformidad con los lineamientos que para tal 

efecto expida la Secretaría de la Función Pública.  

Cuando a campesinos de escasos recursos económicos se entreguen terrenos de riego en 

substitución de los que les hayan sido afectados como consecuencia de la ejecución de obras 

hidráulicas o de reacomodo o relocalización de tierras en zonas de riego, la autoridad competente 

podrá dejar de reclamar las diferencias de valor que resulten a su favor. 

 

ARTÍCULO 11. El precio de la indemnización que se fije a la cosa o derecho expropiado, se basará 

en la cantidad que tuviere fijado en las Oficinas de Catastro o Recaudadoras, ya que este valor 

haya sido mencionado por el propietario o simplemente aceptado por él de modo tácito por haber 

pagado sus contribuciones sobre dicha base. El exceso de valor o demérito que haya tenido la 

propiedad particular afectada con la declaratoria de expropiación, por las mejoras o deterioro 

ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación de su valor fiscal, será lo que queda sujeto 

a juicio pericial y resolución judicial conforme a lo prevenido en el párrafo segundo de la Fracción 
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VI del Artículo 27 de la Constitución Federal. Esto mismo se observará cuando se trate de objetos 

o derechos reales de dominio cuyo valor no esté fijado en las Oficinas Rentísticas. 

 

ARTÍCULO 12. Cuando se controvierta el monto de la indemnización por la expropiación 

decretada, se someterá la decisión del caso a la Autoridad Judicial competente, la que fijará a las 

partes el término de tres días para que nombren sus peritos valuadores, bajo el apercibimiento de 

designarlos el Juez en rebeldía, si aquellos no lo hicieren en el plazo expresado. También se les 

prevendrá que en el mismo término expresado designen de común acuerdo un perito tercero para 

el caso de discordia, y si no lo hicieren o no se pusieren de acuerdo para tal designación, ésta será 

hecha por el Juez del conocimiento. 

 

ARTÍCULO 13. Contra el auto el Juez que haga la designación de los peritos valuadores no 

procederá ningún recurso. 

 

ARTÍCULO 14. En los casos de excusa, renuncia, muerte o incapacidad de alguno de los peritos 

designados, se hará nuevo nombramiento dentro del término de tres días por quiénes corresponda. 

 

ARTÍCULO 15. Los honorarios de cada perito valuador serán pagados por la parte que los designe 

y los del tercero por ambas partes. 

 

ARTÍCULO 16. El Juez fijará un plazo que no exceda de 30 días para que los peritos rindan su 

dictamen. 

 

ARTÍCULO 17. Si los peritos estuvieren de acuerdo en la fijación del valor de las mejoras o del 

demérito, el Juez fijará de plano el monto de la indemnización con base del respectivo dictamen 

pericial; y en caso de inconformidad llamará al tercero para que dentro del plazo que se señale el 

cual no excederá de 15 días rinda su dictamen. Con vista de los dictámenes periciales, el Juez 

resolverá dentro del término de 8 días lo que estime procedente. 

 

ARTÍCULO 18. Contra la resolución judicial que fije el monto de la indemnización no se admitirá 

ningún recurso. 

 

ARTÍCULO 19. Si la ocupación decretada fuere temporal, el monto de la indemnización quedará a 

juicio de los peritos y a resolución judicial en los términos de esta Ley. Esto mismo se observará en 

el caso de limitación del derecho de dominio. 
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ARTÍCULO 20. El importe de la indemnización será cubierto por el Estado cuando la cosa 

expropiada pase a su patrimonio; facultándose al Ejecutivo para que ordene el pago, dando cuenta 

a la H. Legislatura para su aprobación. 

 

Cuando la cosa expropiada pase al patrimonio de persona distinta del Estado, esa persona cubrirá 

el importe de la indemnización. 

 

Estas disposiciones se aplicarán en lo conducente, a los casos de ocupación temporal o de 

limitación al derecho de dominio. 

 

ARTÍCULO 21. La indemnización deberá pagarse en moneda nacional a más tardar dentro de los 

cuarenta y cinco días hábiles siguientes a la publicación del decreto de expropiación, sin perjuicio 

de que se convenga su pago en especie.  

 

Salvo en los casos a que se refiere el artículo 9 de esta Ley, la autoridad podrá proceder a la 

ocupación del bien o a la disposición del derecho objeto de la expropiación una vez cubierto el 

monto de la indemnización fijado en el avalúo.  

 

En caso de que el afectado controvierta el monto de la indemnización, se estará a lo dispuesto en 

el artículo 12 del presente ordenamiento. Esta circunstancia no será impedimento para que la 

autoridad proceda a la ocupación del bien o a la disposición del derecho expropiado.  

 

La indemnización por la ocupación temporal o por la limitación de dominio consistirá en una 

compensación a valor de mercado, así como los daños y perjuicios, si los hubiere, que pudieran 

ocasionarse por la ejecución de dichas medidas, misma que deberá pagarse conforme al plazo 

referido en el párrafo primero de este artículo. 

 

Artículo 22.- En el caso de que el afectado con la ocupación y expropiación decretada se rehusare 

a recibir el pago de la indemnización cuyo importe esté fijado por mandato judicial, se hará a su 

favor la consignación y ofrecimiento de pago en juicio sumario, con sujeción a los mandamientos 

del Capítulo II Título IV Libro Cuarto del Código Civil del Estado. 

 

Artículo 23. Las medidas a que se refiere esta Ley no requerirán formalizarse en escritura pública. 

Los decretos respectivos se inscribirán en el Registro Público de la Propiedad. 
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TRANSITORIOS 

 

ARTÍCULO PRIMERO.- Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado. 

  

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se deroga la Ley de Expropiación del Estado publicada en el Periódico 

Oficial número 10 de fecha tres de agosto de 1941, Decreto 178, de la 41 Legislatura y todas sus 

adiciones y demás disposiciones que se opongan a la presente Decreto. 

 

El Ciudadano Gobernador Constitucional del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se 

publique, circule y observe. 

 

Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a 

los 08 días del mes de diciembre del año (2017) dos mil diecisiete. 

 

 

 
 
 
 
 

DIP. JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ VILLA. 
 

 
 
 
 
 
 
DIP. RICARDO FIDEL PACHECO 
RODRÍGUEZ 
 

 

 

 

 

  



 

29 

C. 

INICIATIVA  PRESENTADA POR LOS CC, DIPUTADOS: JOSÉ GABRIEL 

RODRÍGUEZ VILLA Y RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ, 

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR EL QUE SE ADICIONA EL 

ÚLTIMO PÁRRA FO DEL ARTÍCULO 151 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO 

DE DURANGO. 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 
DE LA LXVII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. 
PRESENTES. 
 
Los suscritos diputados, José Gabriel Rodríguez Villa y Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima 

Séptima Legislatura, en ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 78 fracción I, de la 

Constitución Política del Estado libre y soberano de Durango y 171 fracción I, de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado Durango, me permito someter a la consideración de esta honorable 

soberanía popular, iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el último párrafo 

del artículo 151 del Código Civil del Estado de Durango, con base en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

MATERIA DE LA INICIATIVA 
 
La iniciativa presentada propone eliminar como impedimento para contraer matrimonio el de no 

presentar el documento que acredite haber tomado las pláticas prematrimoniales.  

 

La iniciativa al hacer dispensable el documento que acredite haber tomado las pláticas 

prematrimoniales, tiene por objeto agilizar la tramitología que se impone a las parejas que 

pretenden unirse en matrimonio civil. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.- La familia, como base fundamental de la sociedad, encuentra su base legal en el 

matrimonio, mediante un contrato solemne regulado exclusivamente por las leyes civiles, por el 

cual se unen perpetuamente el varón y la mujer para el mutuo auxilio, procreación y educación de 

los hijos. 
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Las instituciones sociales no nacen por casualidad; responden a unas necesidades de los 

individuos, a las cuales satisfacen, y ésta es tanto su razón de ser como la garantía de su 

pervivencia; persistirán mientras sean el medio de satisfacción de tales necesidades. Nunca hay 

que sacrificar los individuos a las instituciones, ya que son estas últimas las que se hallan al 

servicio de los primeros. 

 

 SEGUNDO.- Resulta importante facilitar las uniones matrimoniales  ya que ello fortalece 

consecuentemente a la sociedad misma.  

  

La juventud actual se caracteriza por personas que no se conforman con los paradigmas o 

presiones sociales pre-establecidos. Marchan a su propio ritmo y han creado nuevas rutas hacia el 

ñmatrimonioò y la ñfamiliaò posponi®ndolos o abandon§ndolos por completo. 

 

En los últimos 50 años, las cifras del divorcio se han duplicado, el número de enlaces 

matrimoniales heterosexuales ha disminuido y los hogares de padres solteros de han triplicado. 

Mientras las parejas homosexuales luchan por conquistar el derecho al matrimonio y la adopción, 

las parejas heterosexuales optan cada vez más por compartir el techo y los gastos sin papeles de 

por medio, y muchas veces sin tener hijos.  

 

Según lo reportado en la estadística del Tribunal Superior de Justicia, los divorcios atendidos por 

los juzgados de primera instancia ascendieron durante los períodos 2014-2015 a 4750, 2015-2016 

a 4803 y de enero a junio de 2017 la cifra de 2993 divorcios, por lo que de seguir con la tendencia 

actual estaríamos hablando de casi 6000 divorcios para el fin de este año. 

 

La desigualdad económica es uno de los principales factores para que los jóvenes decidan no 

casarse y no tener hijos. Asimismo, la actual generación resulta más educada y preparada pero 

mal pagada, razón por la que se sienten poco aptos para el matrimonio. 

 

Las comunidades donde escasean empleos que brindan estabilidad económica o la posibilidad de 

sobrevivir por encima de la línea de pobreza, son lugares donde los jóvenes prefieren tener hijos 

sin casarse. 

 

Las parejas, independientemente de su orientación sexual, dejan de asumir imposiciones, poco a 

poco. 
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Esta propuesta pretende que al facilitar los trámites que realizan las parejas para lograr unirse en 

matrimonio con la eliminación del impedimento para contraer matrimonio el de no presentar el 

documento que acredite haber tomado las pláticas prematrimoniales servirá como incentivo para 

aquellos que se unan en matrimonio, beneficiando con ello la consolidaci·n de ñla base de la 

sociedadò la familia. 

 

Por todo   lo  anterior,   se  somete   a  la  consideración    de  esta  Soberanía, iniciativa con 

proyecto de: 

 

DECRETO 

 

LA HONORABLE SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DE DURANGO, LE CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA: 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona el último párrafo del artículo 151, del Código Civil del Estado 

Durango para quedar como sigue: 

 

Artículo 151.- 

 

I a XI (é) 

 

De estos impedimentos sólo son dispensables la falta de edad, el parentesco de consanguinidad 

en línea colateral desigual y, que los contrayentes no presenten el certificado de haber 

tomado los cursos prematrimoniales. 

 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado Durango. 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

 

Dado  en el Salón de  Sesiones del Congreso del Estado,  a los 08 días del mes de diciembre  dos 

mil diecisiete. 
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DIP. JOSÉ GABRIEL RODRÍGUEZ VILLA. 
 

 
 
 
 
 
 
DIP. RICARDO FIDEL PACHECO 
RODRÍGUEZ 
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LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, 

POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO CIVIL  DEL 

ESTADO DE DURANGO. 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Justicia, le fue turnada para su estudio y dictamen correspondiente, Iniciativa 

con Proyecto de Decreto presentada por los C.C. Diputados JORGE ALEJANDRO SALUM DEL 

PALACIO, AUGUSTO FERNANDO AVALOS LONGORIA, JOSÉ ANTONIO OCHOA 

RODRÍGUEZ, RODOLFO DORADOR PÉREZ GAVILÁN, ELIZABETH NÁPOLES GONZÁLEZ, 

SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO Y GINA GERARDINA CAMPUZANO GONZÁLEZ 

integrantes del Grupo  Parlamentario del Partido Acción Nacional, así como las C.C. DIPUTADAS  

ELIA ESTRADA MACÍAS, MAR GRECIA OLIVA GUERRERO Y ROSA ISELA DE LA ROCHA 

NEVÁREZ, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, de la 

LXVII Legislatura, que contiene propuesta de adición al artículo 58 del Código Civil del Estado 

de Durango; por lo que en cumplimiento a la responsabilidad encomendada y de conformidad con 

lo dispuesto por los artículos 93, 103, 123, 183, 184, 186, 187, 188 y  189 y demás relativos a la 

Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos someter a la consideración de 

esta Honorable Asamblea, el presente dictamen, con base a los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.- Los suscritos damos cuenta que la iniciativa descrita en el proemio del presente 

dictamen fue presentada al Pleno de éste Congreso del Estado en fecha 6 de diciembre del 

presente año, y que la misma tiene como finalidad establecer en el artículo 58 del Código Civil, que 

en el acta de nacimiento que emite el Registro Civil, el nombre y apellidos que le correspondan al 

sujeto, en ningún caso puedan contener elementos que sean ofensivos o discriminatorios para la 

persona. 

En la misma tesitura se propone la adición de un párrafo al mismo artículo en el que se establece 

que a petición de parte interesada pueda realizarse de manera pronta y expedita las 

modificaciones a las actas de nacimiento que contengan nombres o apellidos que sean ofensivos o 

discriminatorios para la persona, dicha facultad estará a cargo del Juez del Registro Civil. 
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SEGUNDO.- Los dictaminadores coincidimos con los iniciadores en la importancia que debe tener 

el derecho a la identidad, mismo que se expresa a través del documento que conocemos como 

acta de nacimiento, éste derecho lo encontramos garantizado en el artículo 4° de la Constitución 

Federal, al establecer el mismo que: ñtoda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado 

de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La 

autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de 

nacimientoò. 

Del Texto Constitucional antes descrito, podemos observar que el derecho a la identidad como 

bien lo manifestamos anteriormente se garantiza por medio del registro del nacimiento, y que éste 

se materializa a través del acta de nacimiento, la cual según la legislación correspondiente, es 

decir el Código Civil, establece los datos indispensables que la misma debe contener.  

TERCERO.- Por ser de suma importancia el contenido de los datos del acta de nacimiento, debido 

a que la información debe ser confiable y válida, creemos pertinente la aportación que se hace con 

ésta propuesta, con respecto al contenido del nombre en el acta de nacimiento, toda vez que 

siendo específicos en la prohibición de elementos discriminatorios y ofensivos, en dicho 

documento, se contribuye al reconocimiento pleno de la identidad de las personas. 

Como bien se establece en el artículo 4° Constitucional es menester de las autoridades garantizar 

el cumplimiento del derecho a la identidad, es por ello que consideramos oportuno proveer de 

instrumentos a la autoridad competente para prever estas situaciones en las que los interesados 

pudieran ver afectados sus derechos.  

En base a lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, estima que la 

iniciativa cuyo estudio nos ocupa, es procedente, con las adecuaciones realizadas a la misma, lo 

anterior, con fundamento en lo que dispone el artículo 189 último párrafo de la Ley Orgánica del 

Congreso del Estado de Durango, en virtud de considerar que las mismas, obedecen al 

mejoramiento de forma y fondo jurídicos. Así mismo nos permitimos someter a la consideración de 

esta Honorable Representación Popular, para su discusión y aprobación correspondiente en su 

caso, el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

LA SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 
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CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO DECRETA:  

 

ÚNICO.- Se reforma el artículo 58 del Código Civil del Estado de Durango, para quedar de la 

siguiente manera: 

 

ARTÍCULO 58. El Acta de Nacimiento, contendrá el año, mes, día, hora y lugar de Nacimiento, el 

sexo, la impresión digital del presentado; el nombre y apellidos que le correspondan, que en 

ningún caso podrán contener elementos que sean ofensivos, discriminatorios o sean motivo 

de exposición al ridículo para la persona, no podrá omitirse, la expresión de si es presentado 

vivo o muerto, el nombre, domicilio y nacionalidad de los padres; el nombre, domicilio y 

nacionalidad de los abuelos paternos y maternos; el nombre, edad, domicilio y nacionalidad de los 

testigos, y si la presentación la realiza una persona distinta de los padres, se anotará su nombre, 

apellidos, edad, domicilio y parentesco (sic) con el registrado; salvo las prevenciones contenidas 

en los Artículos siguientes: 

 

éééééééééééééééééééééééééééééééééééééééééééé

ééééééééééééé 

 

 

éééééééééééééééééééééééééééééééééééééééééééé

ééééééééééééé 

 

 

TRANSITORIOS 

 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo establecido en el 

presente decreto  
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El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 11 

(once) días del mes de diciembre del año 2017 (dos mil diecisiete). 

 

LA COMISIÓN DE JUSTICIA 

 

 

DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 
PRESIDENTE 

 

 

 

DIP. JOSÉ ANTONIO OCHOA RODRÍGUEZ 
SECRETARIO 

DIP. JAQUELINE DEL RÍO LÓPEZ 
VOCAL 

 
 
 
 
 
 
 
 

DIP. MAR GRECIA OLIVA GUERRERO 
VOCAL 

DIP. JESÚS EVER MEJORADO REYES 
 VOCAL 
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LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, 

POR EL QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN AL ARTÍCULO 167 DEL CÓDIGO 

PROCESAL PENAL DEL ESTADO DE DURANGO.  

 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Justicia, le fue turnada para su estudio y dictamen correspondiente, Iniciativa 

con Proyecto de Decreto presentada por el C. DIPUTADO RIGOBERTO QUIÑONEZ 

SAMANIEGO, integrante de la LXVII Legislatura por el Partido del Trabajo, que contiene reforma al 

Código Procesal Penal del Estado de Durango; por lo que en cumplimiento a la responsabilidad 

encomendada y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 93, 103, 123, 183, 184, 187, 188, 

189 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos 

someter a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente dictamen, con base a los 

siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.- Los suscritos damos cuenta que la iniciativa descrita en el proemio del presente 

dictamen fue presentada al Pleno de éste Congreso del Estado en fecha 5 de diciembre del 

presente año, y que la misma tiene como objeto, contemplar el delito de feminicidio dentro de los 

delitos en los que se impone oficiosamente la medida cautelar de prisión preventiva. 

SEGUNDO.- El artículo 167 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Durango, 

dispone que de conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Constitución Federal, se 

impondrá oficiosamente la medida cautelar de prisión preventiva, cuando la imputación se haga 

respecto de ciertos delitos contenidos en el mismo, considerados como graves. 

Por ello el iniciador propone introducir en el catálogo de dichos delitos al feminicidio, toda vez éste 

se trata de un homicidio doloso por razones de género, pero que el mismo no se encuentra 

contemplado como tal, lo cual sin duda genera lagunas u obscuridad en la legislación, lo que como 

bien manifiesta el iniciador ocasiona un freno en la impartición de Justicia. 

TERCERO.- Al tratarse de un elemento tan importante como lo es la medida cautelar de la prisión 

preventiva, como herramienta indispensable para la justicia efectiva, creemos de vital importancia 
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incluir dentro de los delitos que ameritan de la misma, incluir el delito del feminicidio, ya que como 

se mencionó anteriormente el mismo se trata de un homicidio doloso con características de género, 

que sin duda debe estar incluido en el listado correspondiente para de esta forma garantizar la 

justicia eficaz, pronta y expedita a los ciudadanos.  

En base a lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, estima que la 

iniciativa cuyo estudio nos ocupa, es procedente. Así mismo nos permitimos someter a la 

consideración de esta Honorable Representación Popular, para su discusión y aprobación 

correspondiente en su caso, el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

LA SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO DECRETA:  

 

ÚNICO.- Se adiciona una fracción al artículo 167 del Código Procesal Penal del Estado de 

Durango, para quedar de la siguiente manera: 

 

Artículo 167.- Delitos de prisión preventiva oficiosa y principio de proporcionalidad. 

 

éééééééééééééééééééééééééééééééé 

éééééééééééééééééééééééééééééééé 

 

De conformidad con lo previsto en el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución General de 

la República, se impondrá oficiosamente la medida cautelar de prisión preventiva, cuando la 

imputación se haga respecto de los siguientes delitos: 

 

I. al IIIééééééééééééééééééééééééééééé 

IV. Cometidos con medios violentos como armas y explosivos;  

V. Contra el libre desarrollo de la personalidad; 

VI. Delitos contra la salud a que se refieren los artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud; y 

VII. Feminicidio. 

 

éééééééééééééééééééééééééééééééé 
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éééééééééééééééééééééééééééééééé 

éééééééééééééééééééééééééééééééé 

éééééééééééééééééééééééééééééééé 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo establecido en el 

presente decreto  

 

El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 11 

(once) días del mes de diciembre del año 2017 (dos mil diecisiete). 

 
LA COMISIÓN DE JUSTICIA 

 

 

DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 
PRESIDENTE 

 

 

 

DIP. JOSÉ ANTONIO OCHOA RODRÍGUEZ 
SECRETARIO 

DIP. JAQUELINE DEL RÍO LÓPEZ 
VOCAL 

 
 
 
 
 
 
 
 

DIP. MAR GRECIA OLIVA GUERRERO 
VOCAL 

DIP. JESÚS EVER MEJORADO REYES 
 VOCAL 

 



 

40 

C. 

LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, 

POR EL QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO A L ARTÍCULO 173 DEL CÓDIGO 

CIVIL DEL ESTADO DE DURANGO.  

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Justicia, le fue turnada para su estudio y dictamen correspondiente, Iniciativa 

con Proyecto de Decreto presentada por el C. DIPUTADO RIGOBERTO QUIÑONEZ 

SAMANIEGO, integrante de la LXVII Legislatura por el Partido del Trabajo, que contiene adición al 

artículo 173 del Código Civil del Estado de Durango; por lo que en cumplimiento a la 

responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 93, 103, 123, 

183, 184, 187, 188, 189 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, 

nos permitimos someter a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente dictamen, con 

base a los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.- Los suscritos damos cuenta que la iniciativa descrita en el proemio del presente 

dictamen fue presentada al Pleno de éste Congreso del Estado en fecha 14 de noviembre del 

presente año, y que la misma tiene como objeto, establecer el supuesto no previsto en la 

legislación, de que en el caso en el que por negligencia el Oficial del Registro Civil no establezca, 

en el acta de matrimonio el tipo de régimen patrimonial por el cual se regirán los consortes, éste 

sea el de sociedad conyugal.  

 

SEGUNDO.- El artículo 173 del Código Civil establece que el contrato de matrimonio puede 

celebrarse bajo el régimen de sociedad conyugal o bajo el de separación de bienes. 

Más no contempla dicho artículo, que es lo que sucede cuando por alguna omisión el Oficial del 

Registro Civil no establece el tipo de régimen patrimonial, es decir existe una laguna legislativa en 

dicho supuesto. 

Por lo que en la práctica sin estar reglamentada esta disposición, opera por defecto la regla 

consuetudinaria de que si no se encuentra estipulado el tipo de régimen patrimonial, se da por 
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entendido que éste es el de sociedad conyugal, por lo que como bien lo manifiesta el iniciador, los 

contrayentes que no lo desean así se ven obligados a ocurrir a las instancias judiciales para 

demandar la corrección.  

TERCERO.- Por dicho motivo es que los dictaminadores consideramos que la propuesta es 

pertinente, ya que no basta con tener la costumbre como herramienta para dar solución a dicho 

supuesto, si no es necesario hacerlo ley, para así generar certidumbre jurídica en aquellos casos 

en los cuales el Oficial de Registro Civil, de manera negligente no incorpore el régimen patrimonial 

en el acta de matrimonio, y de ésta manera se eviten trámites que generan un gasto y pérdida de 

tiempo a los contrayentes. 

En base a lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, estima que la 

iniciativa cuyo estudio nos ocupa, es procedente. Así mismo nos permitimos someter a la 

consideración de esta Honorable Representación Popular, para su discusión y aprobación 

correspondiente en su caso, el siguiente: 

 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

LA SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO DECRETA:  

 

 

ÚNICO.- Se adiciona un párrafo al artículo 173 del Código Civil del Estado de Durango, para 

quedar de la siguiente manera: 

 

ARTÍCULO 173. El contrato de matrimonio debe celebrarse bajo el régimen de sociedad conyugal, 

o bajo el de separación de bienes. 

 

En el caso de que por negligencia, descuido u omisión el Oficial del Registro Civil, no 

establezca, en el acta de matrimonio, bajo qué régimen patrimonial se regirán los consortes; 

éste será el de sociedad conyugal. 
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TRANSITORIOS 

 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo establecido en el 

presente decreto  

 

El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

 

 

 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 

11(once) días del mes de diciembre del año 2017(dos mil diecisiete). 

 
LA COMISIÓN DE JUSTICIA 

 

 

DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 
PRESIDENTE 

 

 

 

DIP. JOSÉ ANTONIO OCHOA RODRÍGUEZ 
SECRETARIO 

DIP. JAQUELINE DEL RÍO LÓPEZ 
VOCAL 

 
 
 
 
 
 
 
 

DIP. MAR GRECIA OLIVA GUERRERO 
VOCAL 

DIP. JESÚS EVER MEJORADO REYES 
 VOCAL 

 




























































































































































































































